STC 270/2006: NORMALIZACIÓN LINGÜÍSTICA EN LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA
Conflicto positivo promovido por el Estado contra el Decreto del Gobierno Vasco 117/2001 de medidas de normalización lingüística de la Administración de Justicia en la CAPV, en particular, ordena la asignación de perfiles lingüísticos en dicho ámbito.
RESUMEN DE LA DOCTRINA:

· Se encuadra la cuestión debatida en el marco de las competencias sobre Administración de Justicia (FJ 4)

· Cuestión debatida: 

a. Lo que se discute es si el establecimiento como condición o requisito esencial de la necesidad de estar en posesión de un determinado perfil lingüístico por parte de los funcionarios al servicio de la Administración de Justicia para acceder a determinados puestos de las plantillas o de las relaciones de puestos, se inscribe en la órbita competencial del Estado o, por el contrario, en la de la Comunidad Autónoma del País Vasco.

b. Si puede la CAPV en su normativa incluir a los Jueces y Magistrados, Secretarios y Fiscales en las medidas a adoptar en materia de normalización lingüística a que se refiere el Decreto impugnado.

· Resumen de la doctrina sentada en STC 253/2005;
· La competencia estatal (149.1.5) sobre Administración de Justicia afecta al núcleo esencial. Este núcleo esencial hace referencia a lo que resulta esencial para la función jurisdiccional (juzgar y hacer ejecutar lo juzgado) y al autogobierno del Poder Judicial (atribuido al CGPJ) (STC 235/2005, FJ 5)

· Al margen de este núcleo esencial las CCAA pueden asumir competencias sobre el resto de medios personales y materiales, que comprende lo que se denomina ‘administración de la  Administración de Justicia’ (STC 235/2005, FJ 5)

· La regulación relativa a las plantillas y relaciones de puestos de trabajo del personal integrantes de los Cuerpos Nacionales al servicio de la Administración de Justicia se incardina en la materia correspondiente al personal que está al servicio de la Administración de Justicia y, por tanto, se inscribe en la esfera en la que la Comunidad Autónoma del PV ha asumido competencias en virtud de la cláusula subrogatoria (STC 235/2005, FJ 5)

· Sin embargo, no se puede olvidar que la necesaria existencia de un núcleo homogéneo en el régimen jurídico del personal al servicio de la Administración de Justicia justifica la reserva a unas instancias comunes de aquellas materias que puedan afectar en forma decisiva a elementos esenciales del estatuto de dicho personal, tal y como haya sido configurado en cada momento por la LOPJ. Sobre estas materias la cláusula subrogatoria no entra en juego (STC 105/2000, FJ 5 y 253/2000, FJ 7).

· La regulación de las lenguas dentro de la Administración es una competencia concurrente, de manera que el Estado puede regular el uso de las lenguas dentro de la Administración de Justicia y las CCAA pueden regular el alcance inherente al concepto de cooficialidad (STC 253/2005, FJ 10). En este ámbito la cláusula subrogatoria puede actuar pero no de manera total (SSTC 56/1990, FJ 11 a) y 253/2000, FJ 7).
· En las SSTC 46/1991 y 253/2005 el TC viene admitiendo que las Comunidades Autónomas competentes con lengua cooficial pueden regular el reconocimiento de su lengua propia en la provisión de plazas de la función pública de la Administración de Justicia de  Cataluña y País Vasco, siempre que la exigencia de conocimiento de dicha lengua propia no se utilice de manera irrazonable y desproporcionada, impidiendo el acceso a la función pública de determinados ciudadanos españoles, con el matiz, respecto de la Administración de Justicia, de que el expresado conocimiento lingüístico como requisito exigible para la provisión de puestos sólo será así cuando de la naturaleza de las funciones a desempeñar se derive dicha exigencia y así se establezca en las relaciones de puestos de trabajo. (STC 253/2005, FJ 10)

· La LOPJ vigente actualmente prevé que el conocimiento de la lengua oficial de una CCAA pueda ser considerada como requisito exigible para el acceso a los puestos de trabajo cuando de la naturaleza de las funciones a desempeñar se derive dicha exigencia y así se establezca en las relaciones de puestos de trabajo. Sin embargo esta normativa no permite que el número de puestos de trabajo respecto de los cuales cabría exigir como requisito el conocimiento del euskera se haga depender, en su consideración global, sólo y exclusivamente del factor lingüístico, por lo que la previsión del Decreto relativa a que el número global de puestos en que deba establecerse perfil lingüístico se haga atendiendo al ritmo progresivo de conocimiento del euskera en el seno de la sociedad vasca no se ajusta al criterio de la naturaleza de las funciones que debe desempeñar, por lo que se declara que el apartado 2 del artículo 7 del Decreto vulnera las competencias del Estado.
· El TC le reconoce a la CAPV la competencia para establecer la exigencia de perfiles lingüísticos también a los puestos de trabajo de los órganos y servicios complementarios de la Administración de Justicia.
· Por último niega a la CAPV  la posibilidad adoptar medidas de normalización lingüística respecto de Jueces y Magistrados, Secretarios Judiciales y Fiscales. Considera que se trata de una de éstas medidas la previsión que realiza el Decreto relativa a que se tomen en consideración los perfiles lingüísticos vigentes en la CAPV (el 2, 3 y 4) en los futuros convenios con el Ministerio y el CGPJ.

· Sobre esta cuestión se formulan dos votos particulares que coinciden en que no debería haber sido declarada nula la Disposición Adicional 3ª por vulnerar las competencias estatales en la materia.

· El primero de los votos particulares disiente por entender que se proyecta sobre un supuesto que aún no se ha llevado a cabo, ya que aunque la citada disposición adicional afecta a un ámbito personal cuya regulación compete al Estado como es el de Jueces, Magistrados, Secretarios Judiciales y Fiscales, no asigna ningún perfil lingüístico respecto a ellos sino que se limita a hacer una previsión de los que tomará en consideración en el marco de los convenios correspondientes.
· El segundo de los votos particulares entiende que: 
1.- La disposición adicional tercera no regula aspecto alguno del Estatuto de Jueces, Magistrados, Secretarios Judiciales y Fiscales y, además, reconoce previamente la competencia estatal al prever su posible regulación por medio de los convenios correspondientes con el Estado. 
2.- La previsión de los hipotéticos convenios que señala la disposición anulada no afecta per se el Estatuto de Jueces, Magistrados, Secretarios Judiciales y Fiscales, sino que habría de estarse a su eventual contenido para determinar su legalidad, no siendo posible depurar lesiones del bloque de constitucionalidad hipotéticas.

3.- La norma anulada no obliga a que en los futuros convenios se deban asumir los perfiles lingüísticos citados, sino sólo a tomarlos en consideración.

4.- La simple previsión de la posibilidad de concluir convenios con autoridades estatales no vulnera el bloque de la constitucionalidad. En este caso, es acorde con el principio de colaboración que debe inspirar el funcionamiento del Estado de las Autonomías, existe un título competencial que avala al País Vasco para firmar dichos convenios como es el de las competencias en materia lingüística y el convenio es la técnica para conciliar las competencias propias del Estado y de la Comunidad Autónoma, respecto a un ámbito en el que la Comunidad Autónoma no ostenta la competencia material, pero sí la lingüística.
VALORACIÓN COMPETENCIAL:
La STC 270/2006  ha hecho una interpretación restrictiva de las competencias autonómicas en este ámbito y de las competencias en materia de lengua reconocidas en el Estatuto vasco. Aun cuando se trata de una sentencia muy influida por la STC 253/2005 y por la reforma de la LOPJ del año 2003 (que es posterior al conflicto que se resuelve), son dos los aspectos que vale la pena subrayar de este pronunciamiento. Por un lado, y pese a reconocer la posibilitado de establecer unos porcentajes obligatorios de personal que ha de acreditar un determinado perfil lingüístico, se considera inconstitucional que estos porcentajes sean aplicables a todo el personal al servicio de la Administración de justicia con independencia de las funciones que desarrollen. Hace falta tener en cuenta, sin embargo, que este pronunciamiento se basa sobre todo en la literalidad de la LOPJ y que no cierra las puertas a otras regulaciones en el futuro. Más discutible, en cambio, es la declaración de inconstitucionalidad de lo corriente que prevé la posibilidad de tener en cuenta los perfiles lingüísticos en el caso de los jueces y secretarios judiciales “en el marco de los convenios de normalización lingüística subscritos con el CGPJ”. Pese a reconocer que no tiene efectos inmediatos, el Tribunal considera inconstitucional esta previsión por incidir en el art. 149.1.5 CE. Como ponen de relieve los votos particulares de los magistrados Pérez Temples y Gay Montalvo, se trata de una interpretación que deja totalmente fuera las competencias autonómicas en materia de normalización lingüística, que también otorga un papel muy secundario a los convenios con el CGPJ y que, por lo tanto, no deja demasiado margen de maniobra a una futura reforma de la LOPJ.

� Valoración obtenida del “Informe Sobre L’evolució De L’estat Autonòmic L’any 2006” elaborado  por el Instituto de Estudios Autonómicos de la Generalitat de Cataluña.








